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D. JOSÉ GIMÉNEZ CERVANTES, Secretario del Consejo de la Comisión del
Mercado de las Telecomunicaciones, en uso de las competencias que le otorga
el artículo 40 del Reglamento de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, aprobado por Real Decreto 1994/1996, de 6 de
septiembre,

CERTIFICA:

Que en la Sesión del Consejo de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones celebrada el día 24 de septiembre de 2002, se ha
adoptado el siguiente

ACUERDO

Por el que se aprueba la:

RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN INTERPUESTOS POR
LAS ENTIDADES EUSKALTEL, S.A., CABLEUROPA, S.A.,
MEDITERRÁNEA NORTE SISTEMAS DE CABLE, S.A., MEDITERRÁNEA
SUR SISTEMAS DE CABLE, S.A., VALENCIA DE CABLE, S.A. CABLE Y
TELEVISIÓN DE ANDALUCÍA, S.A., REGIÓN DE MURCIA DE CABLE, S.A.
Y ONONET COMUNICACIONES, S.A.U., LA ASOCIACIÓN DE EMPRESAS
OPERADORAS Y DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES (ASTEL), Y
TELEFÓNICA DE ESPAÑA, S.A.U. CONTRA EL ACUERDO DEL CONSEJO
DE LA COMISIÓN DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES DE 27
DE JUNIO DE 2002 RELATIVO AL SUMINISTRO DE LOS DATOS DE LOS
ABONADOS AL SERVICIO TELEFÓNICO DISPONIBLE AL PÚBLICO.

En relación con los cuatro recursos potestativos de reposición interpuestos
respectivamente por las entidades Euskaltel, S.A. (en adelante, Euskaltel),
Cableuropa, S.A., Mediterránea Norte Sistemas de Cable, S.A., Mediterránea
Sur Sistemas de Cable, S.A., Valencia de Cable, S.A. Cable y Televisión de
Andalucía, S.A., Región de Murcia de Cable, S.A. y Ononet Comunicaciones,
S.A.U. (todas ellas en adelante, ONO), la Asociación de Empresas Operadoras
y de Servicios de Telecomunicaciones (en adelante, ASTEL) y Telefónica de
España, S.A.U. (en adelante, Telefónica), contra la Resolución de esta
Comisión de 27 de junio de 2002 relativa al suministro de los datos de los
abonados al servicio telefónico disponible al público, el Consejo de la Comisión
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del Mercado de las Telecomunicaciones ha adoptado, en su sesión núm.
33/02  del día de la fecha, la siguiente Resolución:

Resolución de   24  de septiembre  de 2002, recaída en los expedientes AJ
2002/7305, 7316, 7331 y 7333.

HECHOS

PRIMERO.- Mediante el Acuerdo del Consejo de la Comisión del Mercado de
las Telecomunicaciones (en adelante, CMT) de 27 de junio de 2002, se
establecen los criterios que orientarán la labor de esta Comisión frente a las
sucesivas peticiones de los interesados de suministro de información sobre los
datos de los abonados.

En el mencionado Acuerdo se decide lo siguiente:

“ PRIMERO.- Estimar la solicitud de Telefónica Publicidad e Información, como
titular de una Autorización tipo D para la prestación del servicio de consulta
sobre números de abonados, de que se le facilite los datos de los abonados
previstos en el apartado 3 de la Orden Ministerial de 26 de marzo de 2002 con
el fin de prestar servicios de consulta telefónica. La puesta a disposición se
producirá en los términos previstos en los apartados siguientes.

SEGUNDO. Todos los operadores del servicio telefónico disponible al público,
que asignen números a sus abonados, deberán durante los tres últimos días
hábiles de todos los meses suministrar a la CMT (en su sede social, Alcalá, nº
37, Madrid, 28014) la información actualizada de sus abonados a día 20 de
cada mes señalada en el Fundamento II.5.B de esta Resolución para la
prestación de los servicios de consulta por TPI, mediante soporte óptico o
magnético y según las especificaciones contenidas en el Anexo. La primera
entrega se realizará durante los tres últimos días hábiles del mes de
septiembre.

TERCERO.- La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones pondrá a
disposición de TPI los susodichos soportes magnéticos u ópticos, con los
ficheros contenidos, durante los tres primeros días hábiles de cada mes. La
primera entrega se llevará a cabo en los tres primeros días del mes de octubre
de 2002.

CUARTO.- TPI deberá cumplir, entre otras que le impone la normativa
sectorial, las siguientes condiciones:
- Se hará un uso de la información solicitada única y exclusivamente para
los fines para los que fue entregada.
- Se procederá a la actualización de los datos de los abonados que hayan
sido suministrado conforme a lo dispuesto en la presente resolución.
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- Se garantizará la prestación del servicio con las características, el
contenido y en las condiciones previstas en la normativa específica.
- Se garantizará el respeto a la legislación vigente en materia de protección
de datos.
TPI correrá a cargo de los costes por duplicación de los datos y de los
soportes informáticos empleados, de conformidad con lo previsto en el
Fundamento II.6 de la presente Resolución.

QUINTO.- Comunicar a las partes interesadas la apertura de oficio de un
procedimiento administrativo en el que se realizarán los estudios
técnicos, económicos y jurídicos correspondientes, con objeto de
implementar a medio y largo plazo otras alternativas que automaticen y
flexibilicen los procesos para el intercambio de datos de los abonados
aquí planteados.”

SEGUNDO.-  Con fecha 30 de julio de 2002 tuvo entrada en el Registro de esta
Comisión escrito presentado por Euskaltel, en virtud del que se interpone
recurso potestativo de reposición contra la Resolución de la CMT de 27 de
junio de 2002, relativa al suministro de los datos de los abonados al servicio
telefónico disponible al público.

En el citado escrito de interposición Euskaltel señala su más absoluta
disconformidad con el procedimiento de entrega de datos finalmente aprobado
mediante la Resolución de 27 de junio de 2002 por entender que debería
procederse por parte de la CMT a la aprobación de un procedimiento con
carácter definitivo y a la supresión de toda referencia a la transitoriedad del
mismo, de modo que los operadores conocieran con total seguridad la forma de
dar cumplimiento a su obligación y pudieran adaptarse al sistema de una sola y
única vez. Así, a juicio de Euskaltel se evitaría la inseguridad provocada  por un
sistema provisional y transitorio, que coloca a los operadores en una situación
de indefensión.

Con carácter subsidiario a lo anterior, Euskaltel realiza las siguientes
alegaciones:

Primera.- La CMT no ha procedido al establecimiento de un plazo de
aprobación del procedimiento definitivo.

- Que esta falta de previsión de un plazo expreso coloca a los
operadores en una absoluta indefensión ante la actividad
administrativa, y ello contraviene lo dispuesto al respecto por el
artículo 42 de la LRJPAC.
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- Que Euskaltel solicita a la CMT la inclusión de un plazo expreso lo
suficientemente rápido para llevar a cabo la aprobación del
procedimiento definitivo, en los mismos términos por ella expresados
en su escrito de alegaciones de 24 de mayo, sin que la CMT hubiera
resuelto nada al respecto, infringiéndose claramente el artículo 89.1
de la LRJPAC.

Segunda.- Carácter voluntario y alternativo del procedimiento.

- Que nos encontramos ante la existencia de dos tipos de
procedimientos de intercambio de datos. Por un lado, un
procedimiento regulado, desarrollado por la Orden de 26 de marzo de
2002 y materializado en la Resolución recurrida, aplicable en defecto
de acuerdo entre los interesados. Por otro lado, un procedimiento
privado, libremente pactado de mutuo acuerdo directamente entre los
interesados sin la intervención de la CMT.

- Que, sin embargo, a la vista de las ventajas que presenta para la
entidad solicitante el procedimiento aprobado por la CMT, todas las
entidades van a acudir al mismo, sin intentar ni siquiera llegar a un
acuerdo con los operadores, lo cual genera que este procedimiento
acabe por imponerse de modo generalizado y se convierta en el
obligatorio para los operadores, con todos los perjuicios e
inconvenientes que pueda ocasionarle (mayor onerosidad, ...).

- Que en la práctica existe un único procedimiento.

- Que la existencia de dos procedimientos alternativos supone adaptar
el formato en función del procedimiento elegido por Telefónica,
puesto que el formato de ambos procedimientos (CMT y Telefónica)
es distinto.

Tercera.- Formato de los datos.

- Que la CMT no ha entrado a resolver en la Resolución objeto del
presente recurso ciertas alegaciones vertidas por Euskaltel con
relación a determinados inconvenientes del formato propuesto, lo
cual supone una vulneración del artículo 89.1 de la LRJPAC y
dictamina la nulidad de pleno derecho de la Resolución en virtud de
lo dispuesto por el artículo 62.1.e) de la LRJPAC puesto que no se ha
ajustado a los principios informadores de toda Administración Pública
(adecuación al procedimiento, motivación razonable, congruencia...).
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- Que, en concreto, respecto de a las cuestiones de formato Euskaltel
expresa: (i) la necesidad de aclarar los datos a incluir en el fichero de
terminales relativos a la caracterización del abonado en el caso de
terminales de uso público, (ii) la necesidad de que la CMT permita
expresamente el envío de los datos de los abonados de Euskaltel en
mayúsculas, ya que así es como está registrada en su base de datos,
suponiendo un coste la migración de los referidos datos a
minúsculas, (iii) la necesidad de que la CMT aclare si permite el
envío de los datos objeto de suministro en idiomas distintos al
castellano, dado que Euskaltel opera en una Comunidad Autónoma
con dos idiomas oficiales, y (iv) que, respecto de la codificación de
las calles, el Anexo de la Resolución recurrida exige enviar las
direcciones de los abonados de acuerdo a la codificación del INE,
mientras que la codificación de Euskaltel se basa en otra codificación
diferente (el EUSTAT), hecho coherente teniendo en cuenta que la
licencia de Euskaltel se limita a la Comunidad Autónoma del País
Vasco. Manifiesta la recurrente que, según fuentes consultadas por
ella, la conversión al sistema de codificación del INE supone unos
costes estimados de 36.000 €, el trabajo de una persona durante un
mes y el coste del mantenimiento del sistema.

Cuarta.- Insuficiencia del periodo transitorio habilitado.

- Que el periodo de adaptación de tres meses previsto en la
Resolución, se queda muy corto a la vista de los inconvenientes que
se derivan del formato del fichero.

- Que solicita a la CMT que, si mantiene el procedimiento impugnado,
establezca un plazo de adaptación a los operadores lo
suficientemente amplio como para poder dar cumplimiento a las
exigencias de una manera satisfactoria y con plenas garantías.

Quinta.- Coste del suministro.

- Que, respecto del coste derivado del suministro de los datos entre la
entidad solicitante y el operador obligado a la entrega, la CMT admite
la aplicación de los criterios de evaluación establecidos en la
Resolución de 20 de julio de 2000 y sin embargo modifica la
composición del coste a efectos de su cálculo diferenciando costes a
cargo del operador que da la información y a cargo del receptor.

- Que Euskaltel manifiesta su más absoluta disconformidad con los
criterios de la CMT, al considerar inaceptable que el operador de
telecomunicaciones obligado a la entrega de los datos, tenga que
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sufragar la totalidad del coste derivado de la extracción de dichos
datos  para su puesta a disposición de una entidad que los utiliza con
ánimo de lucro.

- Que el sistema de costes planteado contraviene lo dispuesto por el
artículo 15 de la Orden de 26 de marzo de 2002 y el artículo 5 de la
Orden de calidad.

- Que los costes a cargo de las entidades solicitantes son insuficientes,
debiendo admitirse la exigencia del coste estricto, como ocurre en el
caso de las entidades que prestan servicios de emergencia.

Expuesto lo cual, el recurrente solicita que se acuerde:

“Que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, tenga por
interpuesto en tiempo y forma RECURSO DE REPOSICIÓN contra la
Resolución de 27 de junio de 2002 relativa al suministro de los datos de
abonados al servicio telefónico disponible al público, y en virtud de su
contenido, se sirva declarar su nulidad de pleno derecho, dictando una
nueva Resolución en la que se establezca un procedimiento de
intercambio de datos con carácter definitivo, o para el caso de no
estimarse la pretensión anterior, se dicte una nueva Resolución que estime
íntegramente las alegaciones realizadas por esta parte en el presente
recurso, y subsidiariamente, en caso de no declararse la nulidad de la
Resolución, se sirva modificar la misma con todos los pronunciamientos
favorables a esta parte”.

TERCERO.-  Con fecha 1 de agosto de 2002 tuvo entrada en el Registro de
esta Comisión escrito presentado por ONO, en virtud del que se interpone
recurso potestativo de reposición contra la Resolución de la CMT de 27 de
junio de 2002, relativa al suministro de los datos de los abonados al servicio
telefónico disponible al público. En el citado escrito de interposición se expone,
básicamente, lo siguiente:

Primero.- Insuficiencia del plazo fijado por la CMT para realizar la primera
entrega de datos.

- Que el plazo fijado por la CMT para realizar la primera entrega de
datos es insuficiente teniendo en cuenta las tareas técnicas que en
ONO son necesarias para poder suministrar los datos de sus
abonados en la forma exigida por la Comisión.

- Que el nuevo formato definido por la CMT en su Resolución, no
coincide con el formato que ONO tiene implantado en sus sistemas y,
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por ello, deben realizarse labores de adaptación para poder
suministrar los datos en la forma definida por la CMT.

- Que teniendo en cuenta las actuaciones a realizar por ONO para
modificar su actual formato y adecuarse al que ahora se exige, el
plazo de septiembre es absolutamente insuficiente.

- Que no existe una inmediata puesta a disposición de los códigos INE
a los que se hace referencia en la Resolución, sino que existe un
procedimiento en dicho organismo que no es inmediato y que, por
tanto, puede retrasar sustancialmente las tareas de adaptación de los
sistemas.

- Que la CMT debería haber tenido en cuenta este plazo requerido
para obtener la información del INE a la hora de fijar la fecha en la
que debería efectuarse la primera entrega.

- Que la CMT debería apreciar que, para ONO, la adaptación al
formato establecido en la Resolución exige tanto la modificación de la
información contenida actualmente en sus sistemas como la inclusión
de información nueva no contemplada actualmente.

- Que la CMT no ha tenido en cuenta el problema que existe de
casación de la información contenida en los sistemas de ONO con la
información que impone la Resolución; problema que hace necesario,
en primer lugar, desarrollar un sistema automático que cuadre las
divergencias entre su información y la información INE y, en segundo
lugar, arbitrar un procedimiento manual.

- Que la CMT debería haber tenido en cuenta el vigente periodo
vacacional, momento en el que los recursos disponibles para los
operadores son más reducidos que los existentes en otros periodos
del año; incluso cualquier tipo de trámite, consulta o petición ante el
INE puede retrasarse.

- Que, por todo ello, a juicio de ONO, el plazo razonable para llevar a
cabo la primera entrega de los datos de sus abonados es el mes de
diciembre.

- Que la ampliación del plazo en el sentido propuesto no tiene efecto
negativo alguno en la competencia y en absoluto impide la prestación
del servicio por parte de TPI, puesto que ONO le seguiría
suministrando los datos en el formato actualmente definido. Del
mismo modo, ONO manifiesta no tener problema alguno en
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suministrar a aquellas otras entidades que deseen prestar este tipo
de servicios de información, en el formato y procedimiento seguido
con Telefónica.

Segundo. Criterios aplicables a costes.

- Que, si bien ONO está conforme con CMT en que los costes internos
de adaptación de los sistemas para llevar a cabo el suministro de los
datos corran a cargo del operador que facilita la información, sin
embargo, existen determinados costes que, a su juicio, no podrían
incluirse en este concepto y que no deberían ser asumidos por el
operador, como los costes por la información suministrada por INE
(alrededor de 1500 €), al tratarse de un coste externo e
independiente de la adaptación interna de los sistemas de los
operadores.

- Que a juicio de ONO la CMT debería garantizar que los operadores
dispongan de la información de los códigos INE de forma gratuita y,
en caso de que esto no fuera posible, adoptar otros mecanismos
para que los operadores puedan disponer de una referencia única de
códigos de dirección, sin tener que asumir coste alguno.

Expuesto lo cual, el recurrente solicita que se acuerde:

“Que se tenga por presentado en tiempo y forma este escrito y por
interpuesto RECURSO DE REPOSICIÓN contra la Resolución acordada
por el Consejo de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones en
su sesión del día 27 de junio de 2002 y, en su virtud, modifique la misma
de conformidad con los argumentos expuestos en este escrito, aceptando
las propuestas recogidas en la alegación primera (punto 2.5) y segunda y,
concretamente, resuelva:

1. Ampliar el plazo de la primera entrega de los datos de los abonados de
ONO al mes de diciembre.

2. Garantizar la gratuidad de la información facilitada por el INE y, en caso
de que esto no fuera posible, adoptar otros mecanismos para que los
operadores podamos disponer de una información centralizada y única
de direcciones, que nos puedan servir de referencia para suministrar la
información del domicilio de nuestros abonados”.

CUARTO.-  Con fecha 5 de agosto de 2002 tuvo entrada en el Registro de esta
Comisión escrito presentado por ASTEL, en virtud del que se interpone recurso
potestativo de reposición contra la Resolución de la CMT de 27 de junio de
2002, relativa al suministro de los datos de los abonados al servicio telefónico
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disponible al público. En el citado escrito de interposición se expone,
básicamente, lo siguiente:

Primero.- No determinación de un procedimiento definitivo

- Propugna el empleo de una Circular (norma administrativa) para la
aprobación de un procedimiento de suministro de datos como el que
pretende regular la Resolución recurrida, teniendo en cuenta que
esta potestad normativa que ostenta la CMT ha sido utilizada en
otras ocasiones para la aprobación de procedimientos obligatorios
para los afectados, como es el caso de la preselección.

- Al reconocer la CMT la necesidad de mejorar en un futuro el
procedimiento aprobado, da la impresión que la Resolución aprobada
supone unas “medidas cautelares”, de modo que se estaría
vulnerando el artículo 89.1 de la LRJPAC por dejar sin resolver el
objeto del procedimiento, así como sumiendo a los operadores en
una total indefensión, ya que deberán duplicar sus esfuerzos para
una primera adaptación al contenido de la Resolución y
posteriormente una vez aprobado el procedimiento definitivo.

- Reitera los argumentos de su escrito de 28 de mayo de 2002 a fin de
que se establezca un procedimiento definitivo con determinadas
características.

Segundo.- Insuficiencia del plazo fijado por la CMT para el inicio del
procedimiento.

- Que el plazo establecido por la Resolución para el inicio del
procedimiento es totalmente insuficiente para los operadores: Así, la
Resolución puede devenir de imposible cumplimiento con lo que
avoca a los operadores a su incumplimiento inevitable por causas no
imputables a los mismos.

- Que el plazo de tres meses establecido en la Resolución es
insuficiente, teniendo en cuenta el periodo vacacional (menor
actividad de operadores e INE) y la dificultad de cumplimiento que
tienen muchas previsiones a realizar por los operadores, en concreto:
(i) nuevo formato para el suministro de los datos que requieren
tiempo y recursos que no se han tenido en cuenta, (ii) dificultades en
el uso de los códigos INE dado que, por una parte, los mismos no
son puestos a disposición de los operadores de forma inmediata y
que, por otra parte, razones lingüísticas y de operatividad de
determinados datos en determinados territorios acarrean numerosos
problemas a los operadores, y (iii) dificultades en la necesidad de
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incorporar información diferente o no contenida actualmente en los
sistemas de los operadores que exigirán incluso actuaciones
manuales para ajustar la casación de los datos.

- Que por todo ello, ASTEL considera que es preciso conceder como
mínimo hasta el mes de diciembre para que los operadores lleven a
cabo la adaptación a los formatos propuestos por la CMT.

Tercero.- Sobre la imputación de costes.

- Que la interpretación realizada en la Resolución recurrida sobre la
imputación de los costes a los operadores suministradores de datos,
contraviene directamente los artículos 15 de la Orden de 26 de marzo
de 2002 y 5 de la Orden de calidad y, por lo tanto, incurriría en
nulidad de pleno derecho.

- Que del artículo 5 la Orden de 14 de octubre de 1999, sobre
condiciones del suministro de información a los servicios de
emergencia 112, emana el derecho de los operadores
suministradores de los datos a que sean cubiertos todos  y cada uno
de los costes en los que incurran para el suministro de los mismos.

- Que la Orden de 26 de marzo de 2002, en su artículo 15, preceptúa
que la gratuidad tan sólo debe predicarse de la puesta a disposición
de los datos en las dependencias de la CMT, debiéndose imputar a
las entidades receptoras todos los demás costes.

- Que los operadores suministradores de datos sufren por esta
imposición graves perjuicios, ya que se ven obligados a sumir unos
costes cuya única finalidad es financiar las actividades empresariales
de terceras empresas.

- Que además de los costes internos, los operadores deben abonar
una retribución al INE por el importe de 1700 €.

Cuarto.- Sobre la información a proporcionar a los servicios de emergencia.

- Que ASTEL considera que es improcedente que se establezca sobre
los operadores móviles la obligación de proporcionar la totalidad de
los datos de sus clientes. Así, respecto del domicilio señalar que esta
información no se establece como relevante ya que (i) no siempre
está disponible, caso de los clientes prepago, (ii) no hay fiabilidad de
que se trate el domicilio real y (iii) no permite prestar el servicio de
emergencia en el lugar en el que se realiza la llamada, puesto que
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tan sólo se establece como información relevante la localización
geográfica del llamante desde redes móviles, y no en su domicilio.

Expuesto lo cual, el recurrente solicita que se acuerde:

“Que se tenga por presentado en tiempo y forma este escrito y por
interpuesto RECURSO DE REPOSICIÓN contra la Resolución de 29 de
junio de 2002, relativa al suministro de los datos de los abonados al
servicio telefónico disponible al público dentro del expediente MTZ
2002/6537, y en su virtud, se modifique la precitada Resolución
incluyéndose las revisiones necesarias para su total validez de
conformidad con los argumentos expuestos en el presente texto”.

QUINTO.-  Con fecha 5 de agosto de 2002 tuvo entrada en el Registro de esta
Comisión escrito presentado por Telefónica, en virtud del que se interpone
recurso potestativo de reposición contra la Resolución de la CMT de 27 de
junio de 2002, relativa al suministro de los datos de los abonados al servicio
telefónico disponible al público. En el citado escrito de interposición se expone,
básicamente, lo siguiente:

Primero.- Sobre la supuesta infracción de la Orden de 26 de marzo de 2002,
en cuanto al número de copias que deben ser facilitadas por los operadores.

- Que la CMT, al exigir en la Resolución recurrida la entrega de tantas
copias como solicitudes de puesta a disposición sean resueltas,
viene a vulnerar o dispuesto en los artículos decimocuarto y
decimoquinto de la Orden de 26 de marzo de 2002 por la que se
establecen las condiciones de prestación del servicio de consulta
telefónica de abonado.

- Que de conformidad con lo dispuesto en la citada Orden, Telefónica
estima que la obligación de los operadores suministradores de datos
se limita  a entregar a la CMT una copia con los datos de los
abonados al servicio telefónico disponible al público por cada tipo de
proveedor.

- Que cada vez que una entidad habilitada para la prestación del
servicio de consulta telefónica sobre números de abonado realice
una petición, será la CMT la encargada de facilitar a las mismas la
información actualizada que puedan utilizar en sus bases de datos,
una vez que sus solicitudes hayan sido resueltas.
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- Que, por tanto, es ajeno a la responsabilidad de los operadores el
mecanismo de puesta a disposición que utilice la CMT, así como la
labor de copia y sistematización de la misma.

Segundo.- Sobre la extralimitación en cuanto al volumen de datos
exigidos por la CMT a los operadores.

- Que Telefónica considera excesivo el despliegue de datos sobre
abonados que, según la Resolución recurrida, deben ser
suministrados por los operadores, tanto por el volumen como por la
calidad de los mismos.

- Que la Orden de 26 de marzo hace referencia a que los datos a
suministrar por los operadores deben ser únicamente los
estrictamente necesarios para la prestación del servicio, esto es,
nombre y apellidos o razón social, número(s) de abonado(s),
dirección postal del domicilio, exceptuando piso, letra y escalera y
terminal específico que deseen declarar, en su caso.

- Que cualquier dato sobre el abonado que exceda de los cuatro
bloques principales que aparecen en la citada Orden, no tiene
sentido que se entregue para ser utilizado por terceras partes.

Tercero.- Sobre la obligatoriedad de los códigos INE.

- Que de los registros que la CMT ha definido en la Resolución
recurrida como obligatorios, concretamente determinados registros
relativos a los códigos INE, Telefónica considera que dicha obligación
no deriva coherentemente de lo dispuesto en la Orden de 26 de
marzo.

- Que la CMT justifica la obligatoriedad de aportar los códigos INE en
que se trata de una información fácilmente accesible.

- Que si su acceso público es tan fácil como señala la CMT, estima
Telefónica que también podría ser obtenida por aquella entidad que
recibe las bases de datos, si lo desea, sin necesidad de aumentar la
carga de trabajo y de costo económico que puede suponer al
operador que suministra los datos.

- Que parece más lógico que esta carga de trabajo recaiga sobre el
que explota el negocio de la información que sobre el operador que
proporciona los datos de sus abonados.

Cuarto.- Sobre los criterios aplicables a los costes.
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- Que la CMT en la Resolución objeto del presente recurso realiza un
análisis sobre los criterios aplicables a los costes, para lo que acude
a diversas normas, entre ellas la Resolución de 20 de julio de 2000
relativa a los costes de suministro de la base de datos en el conflicto
entre Madrid 112 y telefónica de España.

- Que en la citada Resolución se fijan como criterios fundamentales  la
eficiencia, la carga de la prueba en el operador que alega el coste y
la causalidad, los cuales siguen siendo de aplicación al no
contradecirse con lo indicado en la Orden de 26 de marzo

- Que entiende Telefónica que resulta evidente que la CMT está
aplicando con carácter general los criterios fijados sobre los costes
del servicio 112, considerado en nuestra normativa como servicio
público, al servicio de consulta telefónica, que se presta en
condiciones de competencia y, como tal, debería estar orientado a
costes y no cargar con costes adicionales al operador que en la
actualidad dispone de las bases de datos de los abonados.

- Que el coste a imputar a los receptores de la información no debe
hacerse recaer en Telefónica por su condición de operador obligado
a prestar el servicio universal, debido a que estos costes ya se
encuentran claramente determinados.

Expuesto lo cual, el recurrente solicita que se acuerde:

“Que teniendo por presentado este escrito se sirva admitirlo y teniendo por
realizadas las manifestaciones que en el mismo se contienen, tenga por
presentado RECURSO DE REPOSICIÓN contra la Resolución de esta
CMT relativa al suministro de los datos de los abonados al servicio
telefónico disponible al público de 27 de junio de 2002”.

SEXTO.- Mediante escritos del Secretario de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, de fecha 2 y 7 de agosto de 2002, se ha comunicado el
inicio de los procedimientos a las entidades recurrentes y a los restantes
interesados. Asimismo, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 112.2
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en
adelante, LRJPAC), se dio traslado de los recursos de reposición interpuestos
por Euskaltel, ONO, ASTEL y Telefónica.

SÉPTIMO.- Con fechas 20 y 21 de agosto de 2002 se han recibido en esta
Comisión escritos de alegaciones formulados por el representante legal de
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TELEFÓNICA PUBLICIDAD E INFORMACIÓN S.A. (en adelante TPI) contra
los recursos de reposición interpuestos por Euskaltel, ONO y ASTEL
respectivamente, en virtud de los cuales se solicita que se tengan en cuenta las
siguientes alegaciones:

Primera.- Sobre la no determinación de un procedimiento definitivo.

- Que la Resolución de la CMT cumple escrupulosamente con todos
los requisitos establecidos en el artículo 89.1 de la LRJPAC.

- Que la Resolución recurrida no es asimilable a lo que ASTEL
denomina “medidas cautelares”, ya que viene a resolver la solicitud
de intervención formulada por TPI para que se facilite a esta entidad
la información actualizada a la que se refiere el artículo 3 de la O.M.
de 26 de marzo de 2002.

- Que, por tanto, contrariamente a lo que manifiesta ASTEL, se ha
producido una resolución que pone fin al procedimiento iniciado a
solicitud de TPI.

Segunda.- Insuficiencia del periodo transitorio habilitado entre la aprobación de
la Resolución y la entrega de datos.

- Que la CMT debe actuar  de acuerdo con los principios de eficacia y
celeridad establecidos en los artículos 3 y 74 de la LRJPAC,
promoviendo la entrega de datos en un periodo prudencial a los
proveedores del servicio de consulta telefónica, ya que sin esta
información no sería viable el inicio de la explotación del servicio.

- Que la finalidad última de la Resolución recurrida es precisamente el
inicio de la explotación del servicio de consulta telefónica.

- Que respecto del plazo establecido por la Resolución para el inicio
del procedimiento, el plazo de tres meses es proporcional con la
finalidad perseguida.

Tercera.- En cuanto a la nulidad alegada de pleno derecho de la Resolución
recurrida.

- Que, contrariamente a lo que manifiesta Euskaltel, la Resolución
recurrida resuelve todas las cuestiones planteadas y aquellas otras
derivadas del procedimiento.

- Que, por lo tanto, la Resolución no incurre en ningún vicio de nulidad
de pleno derecho.

Cuarta.- Solicitud de suspensión del acto administrativo recurrido.
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- Que, del contenido del recurso de reposición de Euskaltel, se
desprende que la solicitud de suspensión de la ejecución de la
Resolución recurrida, no cumple con los requisitos mencionados en
el artículo 111 de la LRJPAC.

Quinta.- En cuanto a la imputación de los costes a los operadores
suministradores.

- Que, a juicio de TPI, la interpretación que efectúa la CMT del artículo
15 de la O.M. de 26 de marzo de 2002 no contraviene ninguna
disposición administrativa, tal y como consideraba ASTEL.

- Que, por ello, tanto los costes de adaptación de los sistemas de
información como los vinculados a las operaciones de extracción de
datos deben ser sufragados por los operadores cedentes de los
datos.

- Que serán a cargo de los receptores de la información todos los
costes en los que puedan incurrir  a partir de que los datos obren en
poder de la CMT.

OCTAVO.- Con fechas 20 y 23 de agosto de 2002 tuvieron entrada en el
Registro de esta Comisión sendos escritos presentados por TELEFÓNICA
MÓVILES ESPAÑA, S.A.U. (en adelante TME), en virtud de los cuales se
vienen a efectuar las siguientes alegaciones:

Primero.- Sobre la insuficiencia del periodo transitorio habilitado para la primera
entrega de datos.

- Que TME comparte plenamente las alegaciones que formulan ONO,
Euskaltel y ASTEL en sus respectivos recursos de reposición.

- Que la precipitación en la que se ha obligado a incurrir a los
operadores para desarrollar sus sistemas internos con el fin de
acometer el procedimiento de suministro de datos, que además es
transitorio, supone que no se pueda garantizar una actuación
totalmente satisfactoria.

- Que en toda actuación administrativa deben concurrir los principios
de proporcionalidad y favor libertatis.

- Que, en este sentido, la CMT no debe imponer a los agentes
implicados una carga desproporcionada para el fin perseguido, de
modo que los plazos han de permitir su cumplimiento con un
consumo racional de recursos y el soporte elegido para el
intercambio de datos ha de ser adecuado para el fin previsto.
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- Que si bien la introducción de la competencia en el sector de los
servicios de información no debe retrasarse, ello no significa que esta
premura pueda implicar efectos perniciosos para los operadores.

Segunda.- Sobre el criterio de reparto de costes: costes derivados de la
extracción de datos.

- Que TME comparte las alegaciones aducidas por ONO, Euskaltel,
ASTEL y Telefónica relativas a los criterios mantenidos por la CMT
en materia de reparto de costes.

- Que TME considera inaceptable el hecho de que el operador de
telecomunicaciones obligado a la entrega de datos tenga que
sufragar todos los costes derivados de la extracción de los mismos,
cuando el uso que hacen las entidades solicitantes se fundamenta en
el ánimo de lucro.

- Que, de esta forma, los operadores suministradores de datos
estarían subvencionando el negocio de terceros agentes.

- Que todo ello vulnera el artículo 15 de la OM de 26 de marzo de
2002.

- Que el servicio de consulta telefónica no se encuentra incluido en la
categoría de servicio público, ni forma parte del servicio universal, por
lo que no sería ajustado a derecho hacer incurrir a los operadores en
unos costes que son ajenos a su actividad.

Tercera.- Sobre la obligatoriedad de aportar los códigos INE.

- Que TME comparte también las alegaciones que sobre este asunto
formulan ONO, Euskaltel, ASTEL y Telefónica.

- Que la CMT ha definido en la Resolución recurrida como obligatorios
los registros relativos a los códigos INE y, sin embargo, en el artículo
tercero de la OM de 26 de marzo nada se impone sobre la aplicación
de estos códigos.

- Que el respeto a las diferencias lingüísticas, que impera en el
ordenamiento jurídico, se podría ver quebrado por utilizar un criterio
único y rígido como el propuesto por la CMT.

Cuarta.- Sobre el carácter voluntario  y alternativo del procedimiento.

- Que TME discrepa con la alegación de Euskaltel mediante la que se
concluye que se debería establecer un procedimiento obligatorio.

- Que la Resolución recurrida en su apartado II.8 c) se refiere a una vía
alternativa que debe mantenerse, puesto que la libertad comercial
debe primar frente a las medidas coercitivas, en función del artículo
1255 del Código Civil.
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Quinta.- Sobre la información a proporcionar a los servicios de emergencia.

- Que expone TME que los servicios móviles deberían recibir un trato
diferenciado a los operadores de redes fijas, en cuanto a la
información a facilitar a las entidades prestadoras de los servicios de
emergencia.

- Que si lo que pretenden estas entidades es  localizar a un abonado
móvil para atenderle, el domicilio del cliente es inverosímil, no así, la
localización efectiva del mismo.

- Que, en este sentido, TME comparte lo manifestado por ASTEL en
su alegación sexta.

Sexta.- La Resolución impone condiciones de prestación del servicio más
onerosas que la OM de 26 de marzo de 2002.

- Que TME apoya la alegación primera del recurso interpuesto por
Telefónica, en cuanto a la extralimitación de la Resolución recurrida,
en relación con la obligación que impone a los operadores de facilitar
tantas copias como solicitudes de puesta a disposición sean
resueltas por la CMT.

- Que, de acuerdo con los apartados decimocuarto y decimoquinto de
la Orden de 26 de marzo, la obligación del operador se debiera limitar
a entregar una única copia, correspondiendo a la CMT la labor de
duplicación.

NOVENO.- Con fechas 20 y 23 de agosto de 2002 se han recibido en esta
Comisión escritos de alegaciones formulados por el representante legal de
Telefónica, contra los recursos de reposición interpuestos por Euskaltel, ONO y
ASTEL respectivamente, en virtud de los cuales se solicita que se tengan en
cuenta las siguientes alegaciones:

En relación con el procedimiento establecido por la CMT:

- Que Telefónica ha venido haciendo entrega a la CMT de la
información de sus abonados, utilizando para ello un formato y
esquema de actuación determinados, detallado en su escrito de
alegaciones de 24 de mayo de 2002.

- Que dicho formato para almacenar los datos requeridos es ajustado a
los campos descritos en la Orden de 26 de marzo de 2002.

- Que es totalmente lícito que la CMT arbitre un procedimiento
obligatorio sobre el servicio de consulta de números de abonados a la
luz de la citada Orden.
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- Considera Telefónica que no puede dejarse a merced de la voluntad
de colaboración de la otra parte la obtención de los datos para
ponerlos a disposición del usuario, siendo de justicia el
establecimiento de un procedimiento que le facilite su labor.

En cuanto a la insuficiencia del plazo habilitado:

- Que Telefónica no se opone en absoluto a una ampliación del plazo
para que los operadores realicen la entrega de los datos de los
abonados.

- Que Telefónica ha señalado en repetidas ocasiones ala CMT que la
extracción de los datos solicitados entraña una gran dificultad, tanto
por el volumen de la información requerida como por el procedimiento
informático necesario para seleccionar los datos disponibles.

- Que Telefónica entiende que sería positiva la concesión de una
ampliación de dicho plazo, pero con dos condiciones: (i) que esta
decisión debería ser tomada sólo si incluye a todos los operadores
afectados por el cumplimiento de la Resolución recurrida, y (ii) que,
durante dicho periodo, la CMT vigile y coordine los mecanismos
necesarios para que los datos de unos y otros operadores alcancen
el grado de normalización necesario.

En relación con el Formato:

- Que, en cuanto al argumento de Euskaltel relativo a facilitar los datos
de los abonados en otro idioma distinto al castellano, Telefónica
considera que si que habría que tener la precisión adecuada en lo
relativo al nombre de las calles, de las localidades y de los
municipios, debiendo aclarar la CMT cuáles son los supuestos
válidos.

- Que, sobre la oportunidad o no de que sean incluidos los códigos
INE, Telefónica se suma al argumento esgrimido por Euskaltel y
ONO, aunque añadiendo consideraciones adicionales.

Sobre la extralimitación en cuanto al volumen de datos exigidos por la CMT a
los operadores y la obligatoriedad de los Códigos INE:

- Que Telefónica estima excesivo el despliegue de datos sobre
abonados que la CMT ha decidido resolver que sean suministrados
por los operadores, tanto por el volumen como por la calidad de los
mismos.

- Que es necesario que la Resolución de 27 de junio de 2002 se
mantenga fiel a la Orden de 26 de marzo del mismo año, donde se
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indica que los datos a suministrar por los operadores deben ser los
estrictamente necesarios para la prestación del servicio.

- Que, de entre los registros que la CMT presenta como obligatorios,
concretamente determinados registros relativos a códigos INE,
Telefónica no entiende que dicha obligación derive de lo dispuesto en
la Orden.

- Que Telefónica, en la actualidad, no dispone de ese tipo de datos ni
tampoco dispondrá de los mismos.

- Que si el acceso a los códigos INE es tan fácil como señala la CMT,
también podrán ser obtenidos por aquella entidad que recibe las
bases de datos, sin necesidad de aumentar la carga de trabajo y de
costo económico que supondría al operador que suministra los datos.

Sobre la supuesta infracción de la Orden de 26 de marzo de 2002, en cuanto al
número de copias que deben ser facilitadas por los operadores.

- En relación con el procedimiento establecido por la CMT para el
suministro de los datos a los abonados, Telefónica manifiesta su
desacuerdo en lo que al número de copias se refiere.

- Considera que, según la Orden de 26 de marzo, la obligación de los
operadores suministradores de datos se limita a entregar a la CMT
una copia con los datos de los abonados al servicio telefónico
disponible al público para cada tipo de proveedor, y en ningún caso,
tantas copias mensualmente como solicitudes de puesta a
disposición de los interesados sean resueltas por la CMT.

- Que el modus operandi propugnado por la CMT no se ajusta al
régimen establecido en los apartados decimocuarto y decimoquinto
de la citada Orden.

- Que la CMT no argumenta adecuadamente en la Resolución
recurrida su interpretación de la Orden de 26 de marzo sobre el
mecanismo  de datos a suministrar por los operadores a la CMT y los
datos a facilitar por esta Comisión a los solicitantes autorizados.

- Que de lo dispuesto en la mencionada Orden no se desprende que la
CMT pueda actuar como un simple “intercambiador”, por lo que la
Resolución recurrida debe ser modificada en este sentido.

En relación con los criterios aplicables a los costes:

- Telefónica se suma a la alegación realizada por Euskaltel en lo
relativo a los criterios aplicables a los costes.

- Entiende que por su calidad de operador con obligación de servicio
universal los criterios aplicables a los costes establecidos por la CMT
le perjudican en mayor medida que a otros operadores.
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- Manifiesta su desacuerdo en lo que se refiere al término “estricto
coste “ utilizado por la CMT, ya que únicamente se menciona en la
Orden de 14 de octubre de 1999 sobre condiciones de suministro de
información a los servicios de emergencia 112.

- Que el servicio de consulta telefónica y la elaboración y edición de
guías no se encuentran incluidas en la categoría de servicio público,
a diferencia de lo que ocurre con los servicios de emergencia 112, ni
forman parte del servicio universal, por lo que no sería adecuado
hacer incurrir a los operadores en unos costes que son objeto de la
actividad principal de los proveedores de servicios.

DÉCIMO.- Con fecha 26 de agosto de 2002 tuvieron entrada en el Registro de
esta Comisión sendos escritos presentados por ÍNDICE MULTIMEDIA, S.A. (en
adelante ÍNDICE MULTIMEDIA), en virtud de los cuales se vienen a efectuar
las siguientes alegaciones:

Primera.- Respecto de la alegada infracción de la Orden CTE/711/2002, de 26
de marzo, por la que se establecen las condiciones de prestación del servicio
de consulta telefónica sobre números de abonado.

- Que de conformidad con lo establecido en los apartados
decimocuarto y decimoquinto de la citada Orden, los operadores que
presten el servicio telefónico disponible al público deberán facilitar a
la CMT, en los plazos y en el soporte que esa Comisión acuerde los
datos que, al efecto, se especifican en la misma.

- Que considera ÍNDICE MULTIMEDIA que este precepto otorga
competencia a la CMT para desarrollar y concretar la ejecución
material de la citada obligación impuesta a los operadores.

- Que esta habilitación normativa incluye el que se determine el
número de copias que deban ser facilitadas a la CMT.

- Que, frente al criterio de Telefónica, la Orden no viene a especificar
el número concreto de copias de datos de los abonados que el
operador debe facilitar a la CMT.

- Que ÍNDICE MULTIMEDIA estima que los costes, tanto en recursos
humanos como materiales, que alega Telefónica son mínimos,
puesto que una vez realizada la primera copia de los datos, el resto
no requerirá prácticamente de intervención humana alguna.

- Que, por tanto, la Resolución de 27 de junio de 2002 no infringe en
modo alguno lo prevenido en la Orden, al ser la CMT la competente
para determinar el número de copias que los operadores deberán
suministrar a la CMT.
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Segunda.- Respecto de la pretendida extralimitación por parte de la CMT en
cuanto al volumen de los datos exigidos a los operadores del servicio telefónico
disponible al público.

- Que Telefónica obvia en su recurso de reposición lo dispuesto en el
párrafo segundo del apartado decimocuarto de la Orden, en virtud del
cual la CMT es competente para delimitar, razonadamente, el
suministro de la información adicional.

- Que el citado párrafo se refiere únicamente al consentimiento de los
abonados personas físicas, por lo que cualquier dato adicional
relativo a los abonados personas jurídicas que obre en poder de los
operadores deberá ser incluido en el fichero, sin necesidad de la
obtención del consentimiento inequívoco de los mismos, a fin de que
pueda figurar en las guías.

- Que considera ÍNDICE MULTIMEDIA, con independencia de que las
entidades que elaboren guías puedan solicitar a los abonados
posteriormente si desean publicar otros datos adicionales, que los
propios operadores deberán facilitar a las entidades que presten los
servicios de guías, aquellos otros datos adicionales relativos a los
abonados personas jurídicas  que obren en su poder y que sean
susceptibles de ser publicados en la guía telefónica, a pesar de que
los abonados no hubieran prestado su consentimiento inequívoco.

- Que estima ÍNDICE MULTIMEDIA que siempre que los abonados
hayan prestado su consentimiento inequívoco para publicar en las
guías otros datos adicionales, será obligatorio que los operadores
que tengan tales datos los suministren a las entidades que elaboren
guías que así lo soliciten.

- Que, además, manifiesta ÍNDICE MULTIMEDIA que es necesario
poner de manifiesto que en las guías publicadas por TPI se contienen
datos que pueden entenderse como adicionales.

- Que ÍNDICE MULTIMEDIA presume que Telefónica ha recabado de
los abonados el oportuno consentimiento para que dicha información
pueda constar en las guías telefónicas y, en consecuencia, vendría
obligada a suministrarla a la CMT.

- Que al estarse facilitando los datos de los abonados considerados
como adicionales  a una empresa independiente de Telefónica, tal y
como es TPI, para que esta procediera a la elaboración de las guías
telefónicas, se estaría dando traslado a ésta última, a criterio de
ÍNDICE MULTIMEDIA, de una posición dominante.

- Que, en este sentido, podría verse alterado el régimen de
competencia si dichos datos no son, asimismo, facilitados al resto de
las entidades interesadas a través de la CMT.



COMISION DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES

AJ 2002/7305,7316, 7331 y 7333                                      C/Alcalá, 37 28014 Madrid - CIF: Q2817026D Página 22 de 41

Tercera.- Respecto de los criterios aplicados por la CMT para la determinación
de los costes y el inexistente perjuicio económico para Telefónica.

- Que el artículo 14 del Reglamento de servicio universal dispone en
su párrafo segundo la obligación de la CMT de suministrar,
gratuitamente, a cualquier entidad que desee elaborar guías
telefónicas los datos que le faciliten los operadores que presten el
servicio de telefonía disponible al público.

- Que la Orden de 26 de marzo, en desarrollo de lo previsto en el
citado artículo, prevé en el párrafo tercero del apartado decimoquinto
el suministro gratuito de los datos a los interesados únicamente en
las dependencias de la CMT, siendo todos los demás costes a cargo
de las entidades receptoras.

- Que ÍNDICE MULTIMEDIA considera que los únicos costes
trasladables a las entidades receptoras de la información son
aquellos en los que pueda incurrirse una vez los datos estén en
poder de la CMT.

- Que ello es debido a que la obligación de  suministrar los datos de
los abonados por parte de los operadores se configura como una
obligación de derecho público.

- Que, por ello, concluye ÍNDICE MULTIMEDIA que el operador
suministrador no puede imputar coste alguno por la puesta a
disposición de la información al operador receptor, ya que no es este
quien facilita dicha información, sino que ésta es facilitada por la
CMT.

- Que, por tanto, sólo los gastos en los que adicionalmente pueda
incurrirse para hacer efectiva dicha puesta a disposición a favor de
las entidades receptoras podrán ser trasladados a las mismas.

Cuarta.- Respecto de la alegada no determinación de un procedimiento
definitivo.

- Que la CMT ha dictado un acto administrativo en el que se  establece
tanto el procedimiento como las modalidades para la entrega de
datos a efectos de la elaboración de directorios telefónicos, de
acuerdo con la habilitación competencial establecida en el apartado
decimocuarto de la Orden.

- Que, frente las alegaciones realizadas por ASTEL, ÍNDICE
MULTIMEDIA considera que este acuerdo es definitivo,
desconociéndose en que se basa este operador para entender que
se trata de unas “medidas cautelares”.

- Que nada tiene que ver que el procedimiento definitivo aprobado
pueda ser modificado posteriormente a efectos de cumplir
adecuadamente las previsiones establecidas en la Orden.
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- Que, a juicio de ÍNDICE MULTIMEDIA esta previsión demuestra el
buen juicio de la CMT.

Quinta.- Respecto del  alegado plazo establecido en la Resolución para el inicio
de procedimiento.

- Que manifiesta ÍNDICE MULTIMEDIA que la decisión de la CMT a
este respecto es proporcionada y razonable.

- Que la obligación de facilitar los datos por los operadores para la
elaboración de guías telefónicas vino establecida en el Real Decreto
1736/1998.

- Que han transcurrido más de cuatro años desde la entrada en vigor
de dicha obligación legal sin que hasta el momento el derecho de las
entidades interesadas en publicar guías telefónicas se haya hecho
efectivo.

- Que durante este periodo de tiempo esta situación ha tenido como
único beneficiario a TPI, la cual ha obtenido importantes ventajas
competitivas.

- Considera ÍNDICE MULTIMEDIA que el desarrollo actual de los
sistemas de información hace difícilmente creíble que el cambio de
formato exija más de los tres meses establecidos por la CMT.

UNDÉCIMO.- Con fecha 26 de agosto de 2002 tuvo entrada en el Registro de
esta Comisión escrito presentado por RETEVISIÓN I, S.A. (en adelante
RETEVISIÓN), en virtud del cual se vienen a efectuar las siguientes
alegaciones:

- Que RETEVISIÓN comparte plenamente las alegaciones efectuadas
por ASTEL en su recurso de reposición.

- Que además RETEVISIÓN desea reiterar las alegaciones vertidas en
el trámite de audiencia del expediente.

- Que RETEVISIÓN manifiesta la necesidad de dejar en suspenso los
expedientes de solicitud de datos de abonados hasta que la CMT no
regule de manera general los criterios que regirán el suministro y
acceso a la información de los abonados.

- Que RETEVISIÓN considera que la Resolución recurrida genera
indefensión a los operadores, puesto que establece los criterios que
se aplicarán frente a posteriores solicitudes.

- Que, apoyando las alegaciones de ASTEL, RETEVISIÓN ve
necesaria la regulación del procedimiento mediante una norma
administrativa, que regule todos los criterios de forma definitiva y de
obligado cumplimiento para todos los agentes intervinientes.
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- Que del artículo decimoquinto se colige que la gratuidad se refiere a
la mera puesta a disposición de los datos por la CMT a las entidades
receptoras.

- Que, sin embargo, la Resolución recurrida, vulnerando esta
disposición debido a una errónea interpretación de la misma, imputa
únicamente a las entidades receptoras los costes de soporte
informático de la información, sin considerar los demás costes de
elaboración y de adaptación de los sistemas al formato exigido por la
CMT, o el coste de inclusión de los códigos INE, así como todos los
gastos administrativos que este procedimiento genera.

- Que RETEVISIÓN reitera que el plazo establecido en la Resolución
recurrida es de imposible cumplimiento, ante la necesidad de adaptar
nuevamente los sistemas al nuevo formato.

DUODÉCIMO.- Con fecha 13 de septiembre de 2002 se ha recibido en esta
Comisión escrito de alegaciones formulado por el representante legal de
TELEGATE ESPAÑA, S.A. (en adelante TELEGATE), contra los recursos de
reposición interpuestos por Euskaltel, ONO, ASTEL y TESAU, en virtud del cual
se solicita que se tengan en cuenta las siguientes alegaciones:

Primero.- Relativo a la supuesta infracción de la Orden de 26 de marzo, por la
que se establecen las condiciones de prestación del servicio de consulta
telefónica del abonado, en especial de lo dispuesto en sus apartados
decimocuarto y decimoquinto.

- Que el artículo 54 de la LGTel determina que los servicios de directorio y
de consulta telefónica se prestarán en régimen de libre competencia.

- Que considera TELEGATE que por ello se dicta la Orden de 26 de
marzo por la que se establecen las condiciones de prestación del
servicio.

- Que en desarrollo de la citada Orden se dictó la Resolución ahora
recurrida, en la cual se establece un procedimiento transitorio de
intercambio de información con el objeto de introducir la competencia en
el sector de una manera rápida.

- Que, a juicio de TELEGATE, la CMT no infringe lo establecido en la
Orden, ya que establece el procedimiento “atendiendo a los fines y en
cumplimiento del objeto de la regulación existente sobre servicios de
directorios”.

- Que una interpretación literal de los citados apartados de la Orden, tal y
como pretende uno de los recurrentes, supondría una incorrecta
aplicación de la misma, al desvincularla de la “ratio legis objeto del
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cuerpo normativo en el que se encuentra”, esto es, el interés general que
siempre debe prevalecer frente a los particulares.

Segundo.- Relativo a la supuesta extralimitación por parte de la CMT en
cuanto al volumen de datos exigidos a los operadores del servicio telefónico
disponible al público.

- Que estima TELEGATE que la CMT ha incluido en su Resolución una
serie de rango de datos cuya inclusión tiene carácter voluntario.

- Que la Orden de 26 de marzo en su apartado decimocuarto establece,
además de los datos a comunicar a la CMT por los operadores
obligados, también aquellos otros que puedan suministrarse
adicionalmente (punto 2).

- Que la Resolución recurrida en el punto II.8.B introduce una
diferenciación entre aquellos datos de obligada inclusión y aquellos otros
calificados como voluntarios.

- Que considera TELEGATE que los datos voluntarios son aquellos que
excediendo de los límites legalmente establecidos por el artículo 67 del
RSU y el apartado 3 de la Orden, se encuentran en poder de los
operadores por expreso consentimiento de los abonados en su inclusión.

- Que los abonados al servicio telefónico disponible al público que hayan
prestado su consentimiento expreso para la inclusión de dichos datos
adicionales, también lo han hecho para que el acceso a los mismos sea
libre con independencia del servicio de directorio en el que se origine la
consulta.

- Que, de acuerdo con TELEGATE, el procedimiento impuesto en la
Resolución  se ajusta plenamente a lo dispuesto en la Orden, Y
“garantiza la transparencia necesaria y un tratamiento no discriminatorio
hacia los editores de guías telefónicas y operadores de servicios de
directorios, ya que estos podrán contar con los mismos datos que
cuentan las filiales de los operadores dedicadas a estos servicios”.

Tercero.- Relativo a los costes derivados de la obligación de entrega de las
bases de datos a la CMT.

- Que considera TELEGATE que la Orden “es muy clara en lo que
respecta al régimen de retribución de la entrega de la base de datos en
la CMT”.
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- Que en el apartado decimoquinto.3 de la misma se determina la
gratuidad del suministro de los datos a los proveedores de servicios y el
contenido de dicho suministro, por lo que se deja a salvo cualquier otro
método de entrega que los operadores puedan acordar.

- Que, por ello, TELEGATE estima que las precisiones de la CMT a este
respecto son ajustadas a derecho.

DECIMOTERCERO.- Con fecha 16 de septiembre de 2002, y en atención a la
identidad sustancial entre los recursos interpuestos por Euskaltel, ONO, ASTEL
y Telefónica se acordó la acumulación de ambos procedimientos en aplicación
de lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (en
adelante, LRJPAC).

A los anteriores antecedentes de hecho les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

A. FUNDAMENTOS JURÍDICOS PROCEDIMENTALES.

Primero.- Calificación.

El artículo 107 de la LRJPAC establece que contra las resoluciones, entre otros
actos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y
potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de
nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de dicha Ley.

Los recurrentes califican expresamente sus escritos, con fecha de entrada en
esta Comisión de 30 de julio y 1 y 5 de agosto de 2002, como Recursos de
reposición, por lo que teniendo en cuenta lo anterior y que las Resoluciones de
esta Comisión ponen fin a la vía administrativa procede, a tenor de lo
establecido en el artículo 116 de la LRJPAC, que prevé que los actos
administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos
potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado,
calificar a los escritos presentados como sendos recursos potestativos de
reposición interpuestos contra la Resolución de esta Comisión de 27 de junio
de 2002.
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Segundo.- Competencia y plazo para resolver.

De conformidad con lo establecido en el artículo 116 de la LRJPAC, la
competencia para resolver los presentes recursos corresponde al Consejo de la
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, por ser el órgano
administrativo que dictó el acto impugnado.

Los presentes recursos deberán ser resueltos y su resolución notificada en el
plazo de un mes contado desde el día siguiente a su interposición, según lo
establecido en el artículo 117.2 de la misma Ley, y, siempre teniendo en cuenta
las posibles suspensiones que afecten al transcurso del plazo máximo.

Tercero.- Legitimación de las entidades recurrentes.

El artículo 107 de la LRJPAC requiere la condición de interesado para estar
legitimado en la interposición de los recursos de alzada y potestativo de
reposición. Las entidades recurrentes ostentan la condición de interesada por
cuanto que ya lo fueron en el procedimiento tramitado para la resolución objeto
de impugnación. En atención a lo anterior se reconoce legitimación activa a los
recurrentes para la interposición de los presentes recursos potestativos de
reposición.

Cuarto.- Admisión a trámite.

De conformidad con el artículo 107.1 de la LRJPAC, los recursos de reposición
que interpongan los interesados habrán de fundarse en cualquiera de los
motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de esta Ley.

Con carácter general, los recursos han sido interpuestos cumpliendo con los
requisitos de forma establecidos en el artículo 110.1 de la LRJPAC, y dentro
del plazo de un mes previsto en el artículo 117.1 de la misma Ley.

Los recursos interpuestos cumplen, además, los requisitos objetivos que se
desprenden de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 107 de la LRJPAC, en
la medida en que su objeto es una resolución administrativa.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, procede admitir a trámite los recursos
potestativos de reposición interpuestos.

B. FUNDAMENTOS JURÍDICOS MATERIALES.
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Primero.- Sobre la nulidad de la Resolución recurrida.

Euskaltel, alega en el tercer motivo del recurso la nulidad de pleno derecho de
la Resolución objeto del presente recurso por haberse prescindido totalmente
del procedimiento legalmente establecido, al no resolverse sobre todas y cada
unas de las propuestas de modificación del formato de los datos formuladas
por esta entidad, pretensión que debe ser rechazada por cuanto de los
Antecedentes de hecho de la Resolución recurrida e incluso de las propias
alegaciones vertidas por el recurrente se infiere que ha sido adoptada de
conformidad con el procedimiento legalmente establecido.

Es más, para que pueda apreciarse la existencia de incongruencia en una
resolución, es preciso distinguir entre las alegaciones aducidas por las partes
para fundamentar sus pretensiones y las pretensiones en sí mismas
consideradas, puesto que únicamente frente a éstas cabe la exigencia de la
congruencia de la resolución. De este modo, de acuerdo con una reiterada
jurisprudencia no es necesaria una contestación explícita y pormenorizada de
todas y cada de las alegaciones formuladas, bastando una respuesta global,
aunque se omita una referencia expresa a alegaciones concretas no
sustanciales.

Por todo ello, no procede acceder a la declaración de nulidad planteada por
Euskaltel en el recurso de reposición que trae causa y, por consiguiente, se
confirma el contenido de la Resolución por estar plenamente ajustado a
Derecho.

Segundo.- Alegaciones vertidas en relación con el PROCEDIMIENTO y la
insuficiencia del plazo habilitado

A. Alegaciones vertidas en relación con la transitoriedad del
procedimiento y la necesidad de establecimiento de un
procedimiento definitivo

Euskaltel alega que la falta de previsión de un plazo expreso para la
implantación de una solución definitiva coloca a los operadores en una absoluta
indefensión ante la actividad administrativa. Por su parte, Retevisión y ASTEL
consideran que la Resolución aprobada supone más una “medida cautelar” que
una Resolución que resuelva el objeto del procedimiento, lo cual lleva a los
operadores a una total indefensión, ya que deberán duplicar sus esfuerzos para
una primera adaptación al contenido de la Resolución y posteriormente una vez
aprobado el procedimiento definitivo.

Por el contrario, TPI e ÍNIDICE MULTIMEDIA estiman que la Resolución de la
CMT cumple escrupulosamente con todos los requisitos establecidos en el
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artículo 89.1 de la LRJPAC. No siendo la Resolución recurrida asimilable a lo
que ASTEL denomina “medidas cautelares”, ya que viene a resolver la solicitud
de intervención formulada por TPI para que se facilite a esta entidad la
información actualizada a la que se refiere el artículo 3 de la O.M. de 26 de
marzo de 2002. Añade TPI que  se ha producido una resolución que pone fin al
procedimiento iniciado a solicitud de TPI.

Frente a lo anterior cabe señalar que, con respecto a la fijación de un plazo de
tiempo para el establecimiento de un procedimiento definitivo de intercambio de
información resulta muy prematuro en este momento dado el arduo análisis y
desarrollo que se requiere para la puesta en marcha de una solución diferente
a la establecida en la Resolución objeto de este Recurso de Reposición. Por
ello, si bien esta Comisión va a acometer este análisis más profundo dentro de
sus objetivos a corto plazo, es al menos aventurado el adelantar una fecha a
partir de la cual un nuevo procedimiento pudiese ser efectivo.

Debido al análisis que esta Comisión tiene entre sus objetivos acometer a corto
plazo para posibilitar el establecimiento de un sistema de intercambio con un
mayor grado de automatización y que posibilite un mayor grado de integración
de la información, no se ha establecido a priori un procedimiento definitivo de
intercambio de la información de abonado pues podría suponer un importante
retraso en la puesta a disposición de dicha información a todas aquellas
empresas que vayan a elaborar guías telefónicas, prestar un servicio de
información telefónica o prestar un servicio de emergencia.

Por todo ello, se ha creído conveniente para el sector un arranque en el menor
tiempo posible que posibilite una puesta a disposición de la información sobre
los abonados en el ámbito nacional. Dicha celeridad viene motivada por la
necesidad de que los servicios de emergencia dispongan de un mayor nivel de
información al actual, lo cual redundará en beneficio del servicio tan primordial
que prestan, al tiempo que se introduce competencia en la prestación de unos
servicios de información de abonados que hasta el momento se prestan
prácticamente en situación de cuasi-monopolio de hecho por parte de TESAU.

B. Alegaciones vertidas en relación con la insuficiencia del período
transitorio habilitado.

Euskaltel, ASTEL, ONO, Retevisión, TME y Telefónica consideran que el
periodo de adaptación de tres meses previsto en la Resolución, se queda muy
corto a la vista de los inconvenientes que se derivan del procedimiento y
formato establecidos en la Resolución recurrida. Por todo ello, solicitan a la
CMT que, si mantiene el procedimiento impugnado, establezca un plazo de
adaptación a los operadores lo suficientemente amplio como para poder dar
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cumplimiento a las exigencias de una manera satisfactoria y con plenas
garantías.

Por el contrario, TPI e ÍNDICE MULTIMEDIA consideran que el periodo
transitorio establecido es suficiente para que los operadores puedan dar
cumplimiento a las obligaciones que se derivan de la Resolución recurrida,
estimando que la decisión de la CMT es proporcionada y razonable. ÍNDICE
MULTIMEDIA añade que la obligación de facilitar los datos por los operadores
para la elaboración de guías telefónicas vino establecida en el Real Decreto
1736/1998, habiendo transcurrido más de cuatro años desde la entrada en
vigor de dicha obligación legal sin que hasta el momento el derecho de las
entidades interesadas en publicar guías telefónicas se haya hecho efectivo.

Con respecto a las alegaciones expuestas, cabe señalar que el hecho de
establecer un período transitorio fue como respuesta a una petición de algunos
operadores durante el trámite de audiencia del expediente en cuestión. En
concreto, el establecimiento de tres meses desde la notificación de la
Resolución recurrida como período de adaptación de los sistemas se llevó a
cabo intentando aunar tanto los intereses de los operadores obligados a
suministrar dicha información como los intereses de la otra parte. Dicho plazo
de tiempo se juzga suficiente dado que la petición se circunscribe a una única
entidad, disponiéndose de un período de tiempo bastante mayor para hacer
frente a otras peticiones, especialmente a la de los servicios de emergencia
que van a requerir un mayor grado de detalle de la información como se pone
de manifiesto en la propia Resolución cuando se define el formato de la
información que va a ser intercambiada con dichos servicios.

Por todo ello, estima oportuno mantener el período transitorio en tres meses
para la puesta a disposición de la información requerida.

C. En relación con las alegaciones vertidas sobre la duplicidad de
procedimientos para el suministro de la información sobre los
abonados para confección de las guías y la prestación de servicios
de consulta sobre su contenido.

Euskaltel considera que a pesar de la existencia de dos tipos de
procedimientos de intercambio de datos - un procedimiento regulado,
desarrollado por la Orden de 26 de marzo de 2002 y materializado en la
Resolución recurrida y un procedimiento privado, libremente pactado de mutuo
acuerdo directamente entre los interesados - todas las entidades van a acudir
al procedimiento aprobado por la CMT, sin intentar ni siquiera llegar a un
acuerdo con los operadores, a la vista de las ventajas que presenta para la
entidad solicitante dicho procedimiento. Por ello Euskaltel estima que se
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debería adoptar en todo caso el procedimiento establecido por la CMT como
único y obligatorio.

Por el contrario, TME discrepa con la alegación de Euskaltel no considerando
que se debería establecer un procedimiento obligatorio, puesto que la libertad
comercial debe primar frente a las medidas coercitivas.

Con respecto a esta cuestión, esta Comisión ha de aclarar que la legislación
nacional vigente, compatibiliza ambos procedimientos:

a) Un procedimiento por el cual los datos de los abonados necesarios
para la elaboración de la guía telefónica y la prestación de servicios
de información sobre la misma, independientemente de quien
prestara dichos servicios de directorio (sea el operador dominante u
otras entidades habilitadas en competencia) deben ser suministrados
por los operadores del servicio telefónico a la CMT.

b) Acuerdos voluntarios entre operadores y proveedores de servicios
para el suministro de los datos de los abonados.

Es precisamente en el desarrollo del artículo 14 del RSU mediante la Orden
Ministerial de 26 de marzo de 2002, en el que se regula el primer procedimiento
anteriormente señalado. Por lo tanto, aprobada la Orden Ministerial de
referencia, el procedimiento legalmente establecido será el desarrollado en la
misma y materializado en la Resolución recurrida, por el que la CMT
suministrará los datos de los abonados que los operadores telefónicos le
envíen, no sólo a las entidades que deseen prestar servicios de guías
telefónicas y servicios de información en competencia, sino al operador
dominante, en el ámbito del servicio universal, para la prestación del servicio
1003 y de Páginas Blancas.

Ahora bien, el punto 5 del apartado Decimocuarto de la Orden Ministerial de
referencia, prevé una excepción a dicho mecanismo de suministro de datos: los
operadores y proveedores de servicios de telecomunicación podrán, con
carácter voluntario, suministrar directamente a los proveedores de servicios de
consulta los datos de los abonados sobre los que pueda facilitar la información.

Como consecuencia de lo anterior y como conclusión, cabe señalar que el
procedimiento de suministro de datos de los abonados al que hace referencia
el art. 14 del RSU y los apartados Decimocuarto y Decimoquinto de la Orden
de 26 de marzo de 2002, será el efectivamente aplicable, sin perjuicio de que
los operadores de “mutuo acuerdo” con los proveedores de servicios de
consulta o guías telefónicas, puedan suministrar directamente los datos de sus
abonados.
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A la vista de todo lo anterior, cumple nuevamente desestimar las alegaciones
de los recurrentes en relación con el procedimiento y la insuficiencia del plazo
habilitado, confirmando así la Resolución recurrida.

Tercero.- Alegaciones vertidas en relación con el FORMATO

Euskaltel plantea una serie de cuestiones en su escrito relativas al formato de
los datos, por lo que procede, en primer lugar, pronunciarse sobre el sentido y
alcance de determinados términos que en opinión de dicha entidad recurrente
precisan de una aclaración expresa. En concreto, las siguientes:

Teléfonos de uso público: reclama la aclaración del significado de los valores
06 y 07 del campo Tipo de Terminal, que a su juicio no se encuentran
claramente definidos en la Resolución de la CMT. Según la Resolución, las
definiciones asociadas son las que siguen:

06: Teléfono público en el dominio público, de uso común.
07: Teléfono de uso público en el dominio público adscrito a un servicio
público.

La diferencia entre ambos resulta evidente y se deriva de sus propios términos:
el primer terminal se sitúa en el dominio público de uso común, es decir, la vía
pública, en tanto que el segundo se sitúa en un dominio público que está
adscrito a la prestación de un servicio público, tal como el transporte, la
sanidad, etc. Ejemplo del terminal 06 es una cabina telefónica instalada en la
acera de una calle, y del terminal 07 una cabina situada en las instalaciones de
una estación de tren.

Adicionalmente existe otro tipo de terminal, el 08, que describe a los teléfonos
de uso público en establecimiento público, de los cuales son ejemplo los
instalados en cafeterías y otros establecimientos abiertos al público.

Mayúsculas y minúsculas: plantea Euskaltel la posibilidad de presentar todos
sus datos en mayúsculas, pidiendo una aclaración expresa de la CMT en este
sentido, ya que a su juicio no se haya en la Resolución referida.

Hay que señalar que la Resolución establece la obligatoriedad de utilizar una
codificación de caracteres ASCII / ISO 8859-1, que distingue entre mayúsculas
y minúsculas. Esto es, se exige que el código de caracteres empleado sea
capaz de distinguir entre mayúsculas y minúsculas, no que los datos enviados
en sí deban forzosamente emplear estos dos tipos de caracteres. Por lo tanto,
y respetando la codificación requerida (ASCII / ISO 8859-1), los datos podrían
ser aceptables aunque vinieran expresados sólo en mayúsculas.
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Bilingüismo: Euskaltel solicita aclaración sobre la posibilidad de enviar los
datos en lenguas diferentes al castellano. En su caso concreto, aduce la
cooficialidad del castellano y el euskera en su ámbito de actuación.

Ha de tenerse presente que la Constitución de 1978 establece un régimen de
cooficialidad lingüística del castellano, «lengua española oficial del Estado»
(art. 3.1 CE), y de las «demás lenguas españolas», las cuales «serán también
oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus
Estatutos» (art. 3.2 CE).

Este régimen presupone que el uso por los particulares, a su elección, de una
de las dos lenguas oficiales «tiene efectivamente plena validez jurídica en las
relaciones que mantengan con cualquier poder público radicado en dicho
territorio» (STC 82/1986, fundamento jurídico 3.º).

Dicha situación necesariamente conlleva, el mandato para todos los poderes
públicos, estatal y autonómico, de fomentar el conocimiento y asegurar la
protección de ambas lenguas oficiales en el territorio de la Comunidad
Autónoma en la que rige la “cooficialidad”.

En el presente caso, si tenemos en cuenta que los datos facilitados por los
operadores serán empleados por TPI para prestar servicios de consulta
telefónica de ámbito nacional, cabe concluir que del juego de las mencionadas
normas se deriva la obligación de Euskaltel de suministrar los datos de sus
abonados en castellano, lengua válida y oficial en todo el territorio español, sin
perjuicio de que, si así lo desea, pueda proporcionarla además en el idioma
oficial  de su Comunidad.

Por otra parte y, en segundo lugar, tanto Euskaltel como Telefónica se
manifiestan en contra de la obligatoriedad de los Códigos INE.

A este respecto, Euskaltel solicita la posibilidad de utilizar para sus envíos de
datos los códigos de EUSTAT que ya emplea, análogos a los del INE en cuanto
su finalidad, aunque no exista entre ellos relación directa. Aunque los códigos
EUSTAT se reducen al ámbito del País Vasco, el Operador aduce que ése es
su ámbito de actuación y estima, además, que los costes de adopción de los
códigos INE le supondrían aproximadamente 36.000 €.

Sin embargo, a juicio de esta Comisión debe mantenerse la obligatoriedad del
uso de la codificación INE, de acceso público y válida para todo el Estado, por
razones de coherencia interna de los datos.

En efecto, para un receptor de datos que quiera publicar guías de diferentes
ámbitos geográficos, el manejar datos relativos a diferentes codificaciones



COMISION DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES

AJ 2002/7305,7316, 7331 y 7333                                      C/Alcalá, 37 28014 Madrid - CIF: Q2817026D Página 34 de 41

podría llegar a ser inaceptable. Asimismo, en el caso de arbitrarse en su día
algún tipo de control de calidad de datos, una codificación única se hace muy
recomendable.

Por su parte, Telefónica que no dispone en su base de datos de los códigos
INE solicitados por la CMT, alega que éstos no están específicamente
contemplados en la Orden de 26 de marzo de 2002 y propone que sean los
receptores de los datos quienes se doten de los mencionados códigos.

Esta Comisión entiende, sin embargo, que los códigos INE tienen un carácter
de “dirección postal” considerada en un sentido amplio, por lo que su
obligatoriedad se encuentra amparada por la referida Orden de 26 de marzo,
debiendo ser el Operador quien los facilite como parte de la información relativa
a sus abonados. Además, su petición no es gratuita, sino que responde a la
solicitud realizada por los Servicios de Emergencia 112 en ese sentido.

Finalmente, ONO y ASTEL alegan en sus respectivos escritos que no existe
una inmediata puesta a disposición por parte del INE de sus códigos, sino que
se trata de un proceso que requiere de un lapso de tiempo.

Frente a esta alegación de las recurrentes, cumple advertir, sin embargo, que
dicha información (producto en soporte CD-ROM, denominado por el INE como
“Callejero”) está disponible, previa solicitud, en un plazo de 24 horas, lo que no
parece ser un plazo excesivo, o que justifique en ningún caso demoras
importantes en la adaptación.

En atención a todo lo anterior, se han de rechazar las alegaciones realizadas
por las entidades recurrentes relacionadas con el formato de los datos.
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Cuarto.- Sobre la supuesta infracción de la Orden de 26 de marzo de 2002,
por la que se establecen las condiciones de prestación del servicio de
consulta telefónica sobre números de abonado, en cuanto al número de
copias que deben ser facilitadas por los operadores.

Tal y como se ha especificado en el Antecedente de Hecho Quinto de este
Acuerdo, Telefónica considera que esta Comisión al exigir en la Resolución
recurrida la entrega de tantas copias como solicitudes de puesta a disposición
sean resueltas, viene a vulnerar lo dispuesto en los apartados decimocuarto y
decimoquinto de la Orden de 26 de marzo de 2002, de los cuales sólo se
deriva, según esta entidad, la obligación de entregar una única copia para
“cada tipo de proveedor identificado en la Orden”, correspondiendo a la CMT la
labor de duplicación.

Frente a esta alegación han de realizarse las siguientes consideraciones:

Como ya se apuntó en la Resolución ahora recurrida, cabe de nuevo recordar
que, el apartado decimocuarto de la Orden sobre servicios de consulta
telefónica establece que los operadores que presten el servicio telefónico
disponible al público facilitarán a la CMT, en los plazos y en el soporte
informático que ésta acuerde, al menos con una periodicidad mensual, los
datos de los abonados señalados en el citado apartado. A su vez, según el
apartado decimoquinto de la Orden de constante referencia, la CMT deberá
facilitar, previa petición, la información sobre los datos de los abonados
mencionados en el apartado tercero a determinadas entidades.

Se configura, así, un mecanismo de recepción y suministro de datos en cuyo
centro figura la CMT, como intermediaria en el intercambio, a la que estos
preceptos otorgan habilitación, para ser la encargada de definir los
mecanismos, la forma y el plazo en que se llevará a cabo.

Esta labor de concreción o desarrollo se realiza mediante la Resolución ahora
recurrida, a través de un procedimiento con el que se pretende, en tanto se
establezca los mecanismos automatizados de intercambio definitivos,
“promover el suministro de la información necesaria de forma rápida y ágil para
la prestación de los servicios de directorio a corto plazo”, asegurándose de este
de modo la pluralidad de ofertas de servicios de directorio.

En consecuencia, esta Comisión ha actuado en el uso de las facultades que le
concede la normativa vigente, regulando un procedimiento en el que se ha
respetado estrictamente el contenido de la norma, a la que igualmente se ha
dado desarrollo. Como es lógico, la regulación de un procedimiento debe ser
más exhaustiva y detallada, pues desarrolla los principios básicos que la norma
se limita a enunciar. Así, se han incorporado precisiones y trámites específicos
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que respetando la Orden de 26 de marzo de 2002, sin embargo, la completan y
perfeccionan.

A este respecto, parece conveniente precisar que de la dicción literal de los
referidos apartados de la Orden de 26 de marzo de 2002, no cabe concluir,
como hace la recurrente, que se cumple con lo dispuesto en dicha norma si
sólo se remite una copia del fichero requerido por esta Comisión y, ello, por dos
razones:

De un lado, puesto que no es la norma la encargada de concretar el
procedimiento sino que como ha quedado expuesto dicha labor se encomienda
a esta Comisión; y, de otro, porque a juicio de este Organo regulador, cuando
la citada Orden se refiere a la “información actualizada”, no esta impidiendo
que esa información se plasme en una o varias entregas en función de las
solicitudes, más bien se refiere al contenido de lo que debe suministrarse, de
ahí que no pueda inferirse que se exija una única copia por tipo de servicio de
directorio.

Por todas las consideraciones anteriores, cumple desestimar nuevamente las
alegaciones de esta entidad recurrente y confirmar el contenido de la
Resolución recurrida.

Quinto.- Sobre la supuesta extralimitación por parte de la CMT en cuanto
al volumen de datos exigidos a los operadores del servicio telefónico
disponible al público.

Telefónica invoca como segundo motivo de su recurso, el excesivo volumen de
datos solicitados sobre sus abonados por esta Comisión, afirmando que se
considera improcedente y no ajustada a la citada Orden “toda aquella
información a que se refieren los registros definidos por la CMT como no
obligatorios”, bastando, a su juicio, con la remisión de los datos recogidos
como bloques fundamentales en el apartado tercero de la Orden de 26 de
marzo de 2002, esto es, nombre, apellido, o razón social; número(s) de
abonado(s); Dirección postal del domicilio y, Terminal específico que desee
declarar, en su caso.

Telefónica en dicha a legación incurre en el error de confundir la información
que ha de suministrar al amparo de la normalización que supone aplicar el
código INE, a lo que nos referimos anteriormente, y los datos de los abonados
que efectivamente según la Orden de 26 de marzo deben ser remitidos.

En efecto, tal y como se dispone en la Resolución recurrida, la Orden de
constante referencia exige que sean entregados a la CMT con una periodicidad
mensual, los datos estipulados en el apartado 14.1; a) nombre, apellido, o
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razón social: b) número(s) de abonado(s); Dirección postal del domicilio; d)
Terminal específico que desee declarar, en su caso, todo ello siempre y cuando
los abonados no se hayan opuesto.

 Además, se deberán comunicar los datos de los abonados al servicio
telefónico móvil disponible al público y los abonados de los servicios de
inteligencia de red que hayan manifestado su deseo expreso de figurar en los
guías y en los servicios de consulta (apar.14.3).

Se facilitarán, asimismo, con carácter adicional, otros datos de los abonados
siempre que hayan dado su consentimiento inequívoco (apar.14.2), (como por
ejemplo la descripción profesional). Esta Comisión, como establece la Orden,
podrá limitar, razonadamente, el suministro de dicha información adicional.

Ahora bien, en la resolución recurrida únicamente se procede a la
normalización según el código INE de los datos mencionados más arriba con el
objeto de que se pueda llevar a cabo el intercambio de la información de
abonado con unas ciertas garantías de integridad, que posibiliten su posterior
explotación por parte de las entidades a las que se les suministra dicha
información.

Asimismo, interesa destacar que a petición de los operadores en la Resolución
recurrida se especificó en su Anexo I (formato) la obligatoriedad o
voluntariedad de la inclusión de cada uno de los datos. Si bien se precisó en la
mencionada resolución que, en el caso de que el operador dispusiera de datos
de naturaleza opcional debería incluirlos de forma necesaria en los ficheros de
datos a entregar sin excepción ni discriminación en función de la entidad
solicitante.

A la vista de las anteriores aclaraciones, no resultan procedentes las
alegaciones formuladas por Telefónica.

Sexto.- Sobre la información a proporcionar a los números de emergencia
112 por los operadores de móviles.

ASTEL alega como sexto motivo de su recurso de reposición que resulta
improcedente, por parte de los operadores de móvil, suministrar a los servicios
de emergencia la totalidad de los datos sobre sus clientes. A su juicio, la
legislación refrenda el hecho de que la única información relevante es la
situación geográfica instantánea del terminal, según se desprende además del
contenido de acuerdos ya firmados con servicios 112.

Esta alegación ha de ser desestimada por las razones que seguidamente se
exponen:
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Como ya se argumentó en la Resolución ahora recurrida, cabe de nuevo
recordar que, la Orden 711/2002, de 26 de marzo, que ha dado origen al
presente procedimiento de puesta a disposición de datos de abonado, no
exime a los operadores móviles de suministrar los datos postales de sus
abonados para su uso por los servicios de emergencia.

En efecto, en el punto 2 del apartado decimoquinto de la referida Orden se
dispone que la CMT facilitará a las entidades que presten servicios de llamadas
de urgencia a través del 112 “la información actualizada a la que se refiere el
punto 1 del apartado decimocuarto”, entre la que se incluye, como se ha
expuesto anteriormente, la dirección postal del domicilio.

Es más, aun cuando la localización geográfica del terminal sea importante, la
propia Orden de 14 de octubre de 1999 sobre condiciones de suministro de
información relevante para la prestación del servicio de atención de llamadas
de urgencia a través del número 112, expresamente exige que las bases de
datos contengan, entre los datos de ubicación más precisos que permiten
identificar la llamada, la dirección de los titulares de la línea fija o móvil desde
donde se efectúa la llamada.

Por ello, y a tenor de lo anterior, esta Comisión considera que debe también
desestimarse el presente motivo del recurso.

Séptimo.- Sobre los criterios aplicables a los COSTES:

A. En relación con los costes por el suministro de la información.

Puede considerarse que el conjunto de los recurrentes ha planteado idénticas
afirmaciones respecto a al asignación de unos mayores costes al receptor de
los datos. Específicamente, han  reiterado que los costes asociados a la
extracción de los datos deben ser repercutidos a las entidades solicitantes de
los mismos.

Esta Comisión debe reafirmarse en lo expuesto en el cuerpo del Acuerdo de su
Consejo de 27 de junio de 2002. Los antecedentes relevantes para esta
cuestión siguen siendo su Acuerdo de fecha 20 de julio de 2000 (Resolución
del conflicto entre MADRID 112 y TELEFÓNICA DE ESPAÑA, S.A.U.), la
Orden de 14 de octubre de 1999 sobre condiciones del suministro de
información a los servicios de emergencia 112. En el marco de la citada
Resolución de julio de 2000, la Comisión establecía un conjunto de criterios
generales para la estimación de estos gastos que entendemos siguen siendo
de aplicación aquí.
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La Orden mencionada establece en su apartado quinto que “los operadores
obligados tendrán derecho a una contraprestación económica que cubra el
estricto coste del suministro de la base de datos, del medio o soporte en que se
suministre y, en su caso, de los programas para su manejo”. Esta
consideración de “estricto coste” fue la empleada por la Comisión para
establecer que los criterios fundamentales para la evaluación de dichos costes
serían los siguientes:

Eficiencia. El coste ha de considerarse con criterios de eficiencia, aplicando
los existentes en el mercado éstos en caso de ser menores a los comunicados
por el operador que entrega los datos.

Carga de la prueba en el Operador que alega el coste. Es decir, no pueden
admitirse costes no justificados, pues el término “estricto” impone sobre el
operador la prueba de su existencia.

Causalidad. Es decir, que sólo pueden admitirse aquellos costes cuyo único
motivo de existencia para el operador sea el suministro de los ficheros de
datos.

Entendemos que estos criterios, como ya se expresó en el Acuerdo del
Consejo de 27 de junio de 2002, siguen siendo válidos aquí, pues no se
contradicen en absoluto con lo expresado en la reciente Orden de 26 de marzo
de 2002. No obstante, sí que se ve modificada la composición de los
mencionados costes  a efectos de su cálculo. En concreto, la última Orden
mencionada establece en su artículo decimoquinto, punto 3, que “El suministro
gratuito de los datos a los interesados implicará exclusivamente la puesta a
disposición gratuita de los mismos a favor de los receptores en las
dependencias de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, siendo
todos los demás costes a cargo de las entidades receptoras”.

Es decir, a la vista de este apartado de la Orden, esta Comisión no puede sino
poner de relieve dos hechos que se derivan de él de forma necesaria:

Primero: que no es posible imputar al receptor los costes en los que pueda
incurrir el operador para entregar en tiempo y forma los datos a esta Comisión,
a fin de que sean puestos a disposición gratuita de sus receptores finales.

Segundo: que los costes en los que se pueda incurrir a partir de que estos
datos obren en poder de esta Comisión, deberán ser asumidos por el receptor
(por ejemplo, costes de reproducción en el soporte de datos elegido, envío al
domicilio del receptor, etc.), teniendo siempre presentes para su cálculo los
criterios expresados anteriormente.
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Por lo tanto, debe concluirse que cualquier posible coste de adaptación de los
sistemas de información actualmente en servicio en los operadores, así como
los costes vinculados a las operaciones de extracción de dichos datos, deberán
ser asumidos íntegramente por el operador que los entrega.

Es consciente esta Comisión de que estos costes pueden ser de una cierta
relevancia económica (aunque su impacto vendrá siempre determinado por la
eficiencia relativa del propio operador en su gestión de datos), pero esto no es
un factor que deba intervenir en la reflexión anterior de forma razonada.

B. En relación con los costes asociados a la obtención de los códigos INE

Los recurrentes ponen de relieve el coste que deben asumir para obtener la
base de datos de los Códigos INE, coste que a su juicio debería ser nulo,
siendo esta  Comisión la que procediese a su puesta a disposición gratuita para
los operadores.

La base de datos de códigos INE es en realidad un producto del Instituto
Nacional de Estadística, que adopta el formato de un “Callejero” en soporte
digital CD-ROM. Dicho producto, que tiene una actualización semestral, está a
disposición del público en general tras el abono de su importe. Es de todo
punto razonable suponer que en la fijación por parte del INE de este importe
han intervenido las pertinentes consideraciones de cobertura de costes de
compilación, actualización y reproducción.

Por lo tanto, estamos ante un producto comercial, que si bien tiene su origen en
un Organismo público, se encuentra amparado por las pertinentes leyes de
protección de derechos de autor. Esta Comisión debe mostrar el máximo
respeto por los mismos, por lo que no resulta factible que dicha información
fuera adquirida por la misma y reproducida libremente para uso de terceros.

En resumen, en opinión de esta Comisión los operadores que no dispongan de
dichos códigos deberían, como cualquier otro usuario de los mismos, dirigirse
al INE para su adquisición, abonando el precio de venta al público estipulado
por dicho Organismo.

En atención a las anteriores consideraciones, se han de rechazar las
alegaciones realizadas por las entidades recurrentes en relación con los
criterios aplicables a los costes y, por consiguiente, se confirma el contenido de
la Resolución por estar plenamente ajustado a Derecho.

Vistos los citados antecedentes y fundamentos jurídicos, esta Comisión
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RESUELVE

Primero.- Desestimar íntegramente los recursos potestativos de reposición
interpuestos respectivamente por las entidades Euskaltel, S.A., Cableuropa,
S.A., Mediterránea Norte Sistemas de Cable, S.A., Mediterránea Sur Sistemas
de Cable, S.A., Valencia de Cable, S.A. Cable y Televisión de Andalucía, S.A.,
Región de Murcia de Cable, S.A. y Ononet Comunicaciones, S.A.U. (ONO), la
Asociación de Empresas Operadoras y de Servicios de Telecomunicaciones
(ASTEL) y Telefónica de España, S.A.U., contra la Resolución de esta
Comisión de 27 de junio de 2002 relativa al suministro de los datos de los
abonados al servicio telefónico disponible al público.

El presente certificado se expide al amparo de lo previsto en el artículo 27.5 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y el artículo 23.2 de la Orden de 9 de abril
de 1997, por la que se aprueba el Reglamento de Régimen Interior de la
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, con anterioridad a la
aprobación del acta de la sesión correspondiente.

Asimismo, se pone de manifiesto que contra la resolución a la que se refiere el
presente certificado, que resuelve un recurso potestativo de reposición, no
puede interponerse dicho recurso de reposición. No obstante, contra la misma
puede interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo
Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses
a contar desde el día siguiente a su notificación, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 1.ocho de la Ley  12/1997, de 24 de abril, de Liberalización de las
Telecomunicaciones, la disposición adicional cuarta, apartado 5, de la Ley
29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa y el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y sin perjuicio de lo previsto en el número 2 del artículo
58 de la misma Ley.

Vº. Bº. EL PRESIDENTE,
EL SECRETARIO,

José María Vázquez Quintana.
José Giménez Cervantes.


